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Bogotá, noviembre 30 de 2022
 
Señores:
Juzgado 28 de familia del circuito de Bogotá
flia28bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
 
Referencia: Contestación de la demanda, excepciones previas, solicitud de medida cautelar y solicitud
de amparo de pobreza
Demandante: LUIS HUMBERTO TOVAR PEÑALOZA   
Demandado:  MARIBEL YULIETH VILLALOBOS VILLA
Radicado:   2021-13300
 
Cordial Saludo.
 
Con la presente me permito adjuntar al presente correo electrónico el cual contiene escrito de
contestación de la demanda y excepciones previas (folios 54), solicitud de medida cautelar (folios 4)y
solicitud de amparo de pobreza (folios 1 ).
 
NO se envía copia del presente correo a la contraparte teniendo en cuenta que se solicitan medidas
cautelares.
 
La presente a efectos de dar cumplimiento con la notificación judicial, conforme a las previsiones de la
ley 2213 de 2022 artículo 8, “Dirección electrónica para efectos de notificaciones”,
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Agradecemos acusar recibo del correo electrónico y de toda la información recibida.

Atentamente,
 
Sixto Acuña Acevedo
Apoderado
 
Señores:
Juzgado 28 de familia del circuito de Bogotá
E.     S.      D.
 
Referencia:    Contestación de la demanda, excepciones de mérito y solicitud de medida cautelar
Demandante: Luis Humberto Tovar Peñaloza       
Demandado:  Maribel Yulieth Villalobos Villa
Radicad:        2021-13300
 
SIXTO ACUÑA ACEVEDO, mayor de edad, identificado con la C.C. N° 79100125, con tarjeta
profesional N° 327.711 del C. S. J., residente en la ciudad de Bogotá D.C., en la carrera 17 N° 70ª-56,
con email sixto.acuna@gmail.com celular y whatsApp (+57) 3176792116, obrando en calidad de
apoderado de la señora Maribel Yulieth Villalobos Villa, igualmente mayor de edad, domiciliada en la
ciudad de Bogotá D. C.; dentro del término legal y oportuno procedo a contestar la demanda, proponer
excepciones de mérito con el  fin de desvirtuar las pretensiones de la  misma, conteniendo en cuenta lo
informado y las pruebas suministradas por la demandada, de la siguiente manera:

 
FRENTE A LOS HECHOS:

AL PRIMERO: Es cierto.
 

AL SEGUNDO: Es cierto, pero aclaramos al despacho que el día 29 de diciembre de 2014, el señor
Luis Humberto Tovar Peñaloza, rindió declaración extra proceso ante la notaria tercera del círculo de
Santa Marta, donde manifestó que mi hijo menor de edad, Antony Lanao Villalobos, es su hijastro y que
depende económicamente del suboficial. (Ver Folio 12)
 
AL TERCERO: Es cierto.
 
AL CUARTO: No es cierto, desde el inicio y durante todo el matrimonio la relación de pareja, se
consolidó y se consumó en los siguientes términos, el señor Luis Tovar, iba a su hogar tres o cuatro
veces al año, en sus vacaciones anuales, en sus diversos permisos o beneficios que le otorgaba el
Ejército Nacional, después regresaba a la unidad militar donde estaba asignado, mi apadrinada no
podía viajar ni visitarlo en los batallones donde trabajaba, porque su cónyuge se lo tenía prohibido, no
le era permitido a ella realizar tal cosa, no le gustaba que le tocara el tema ni que se lo mencionaran, la
demandada siempre le insistió para viajar, visitarlo o vivir donde él se encontraba laborando como
hacían otros suboficiales, encontrando siempre una respuesta negativa, situación preocupante y que
durante todo el matrimonio minaron la autoestima de la señora Maribel, y le generaron desconcierto e
inseguridad, provocando el demandante desde un principio un matrimonio destructivo, al alejar de
forma activa a su esposa.   Además el demandante nunca quiso prestar la protección en salud a su
núcleo familiar, establecido ante los ojos institucionales, a pesar de tener derecho, no quiso afiliar a su
esposa como su beneficiaria del Sistema de Salud de las Fuerzas Militares, todo esto se dio muy a
pesar de estar casados y de conocer el demandante, que la cónyuge inocente no tenía empleo estable,
hecho constitutivo de maltrato psicológico, emocional, económico, vulnerando derechos
fundamentales.  No fueron hechos irremediables, el demandante en el mes de junio de 2017, de forma
abrupta, injustificada tomó la decisión de no seguir cumpliendo con sus deberes conyugales, en
relación con sus obligaciones afectivas, emocionales, apoyo mutuo, desavenencias económicas, que
desencadenaron en humillación, insultos, maltrato psicológico, actos de desprecio, produciendo
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desvaloración y sufrimiento moral en mí representada, el señor Tovar Peñaloza, es suboficial activo del
Ejército Nacional de Colombia, persona de temperamento fuerte, volátil, donde se hace lo que él dice. 
Allegamos como prueba respuesta de sanidad militar, quienes informan que en el año 2008, el
demandante afilio a sus padres como sus beneficiarios, pero, que estos están en estado inactivos, al
verificar en el documento se prueba que nunca se afilio a la demandada. (Ver folios del 13 al 16).
 
La única vez que le permitió viajar a la demandada, fue en el mes de junio del año 2017, al Municipio de
Caucasia (Antioquia), al Batallón, haciéndole creer a mi representada que iban a compartir como familia
y pareja, pero pasados dos días de estar en la Guarnición, el señor Luis Humberto Tovar Peñaloza, de
un momento a otro, de un día a otro, de forma sorpresiva, estando solos los cónyuges, en una
habitación matrimonial para la visita de esposas y parejas de los oficiales y suboficiales del Batallón, en
un espacio íntimo y sin dar explicación,  voto a la señora Maribel, de las instalaciones del distrito militar,
con insultos, furioso, ofuscado, intimidándola, descalificándola, con groserías, rabia, de forma
humillante, con menosprecio, “le dijo que se fuera, que ella ya no era su esposa, no podía
quedarme en ese lugar ni un día más, que debía irse de inmediato, que no la soportaba más, que
ya no la quería, que nunca la quiso, que se le había acabado el amor, que no me quería ver
nunca más en su vida, le decía que no sabía porque se había casado con ella, además le gritaba
en voz baja para que nadie lo escuchara que no llorara más, que se callara porque sus
superiores o cualquier otro compañero de su trabajo, la podían escuchar llorando y lo iba a
meter en problemas, todo esto me lo repitió toda una tarde, en la noche y al siguiente día”, mi
mandante en esos momentos se sintió muy mal emocionalmente, no pudo comer, dormir, ante los
maltratos verbales, que le generaron sentimientos de soledad, desvalorización, inferioridad, tristeza, 
temor, baja autoestima, depresión, se encontraba en una gran confusión, porque no sabía que estaba
sucediendo, esperaba una explicación, me sentí atacada verbal y sicológicamente, situación que la
llevo a tomar la decisión de abandonar el batallón de Caucasia y viajar a Santa Marta, a partir de estos
hechos los siguientes días, semanas y meses no pudo dormí y no comía bien.
 
En los meses de julio a diciembre del año 2017 y en el año 2018 la señora Maribel, estuvo llamando al
abonado celular de su cónyuge, debido a que tenían obligaciones en común que cumplir, el pago de
arriendo, servicios públicos, alimentos, con el fin de que le consignara el dinero mensual que le
correspondía para el pago de los compromisos adquiridos dentro del matrimonio, pero, el señor Luis
Tovar, no le contestaba el teléfono, no le daba la cara,  le cortaba las llamadas, o cuando le contestaba
lo hacía con groserías, furioso, ofuscado, intimidándola, descalificándola, con insultos, con   rabia, de
forma humillante, con menosprecio y maltratos verbales, ejerciendo violencia económica, estos actos
los realizo de forma reiterada, constante semana a semana, mes a mes “le decía que él no tenía
compromiso con ella, que no era nada suyo, que no le iba dar nada de dinero, que lo dejara en
paz, que lo tenía aburrido, que mirara y solucionara ella lo del pago del apartamento y demás
compromisos, que él no tenía dinero, que yo no tenía derecho a nada ni a exigir ni pedir”.  Todos
estos hechos son constitutivos de abandono de hogar y maltrato, siendo el demandante cónyuge
culpable al generar el divorcio.
 
De lo anterior se desprende que el señor Luis Tovar Peñaloza, nunca le dio la importancia de darle buen
término al matrimonio, por las causas antes citadas.
 
AL QUINTO: No es cierto, el señor Luis Tovar Peñaloza, en el mes de julio de 2017, no contestaba las
llamadas de mi prohijada, la bloqueaba, le cortaba las llamadas, le tiraba el teléfono, cuando le
contestaba se dirigía a ella de forma grosera, le decía que ella no tenía derecho a nada, no es cierto
que hubieron diferencias irremediables, el demandante, como se explicó en la contestación del hecho
anterior (cuarto), el suboficial activo del Ejército Nacional, es de temperamento fuerte, volátil, donde se
hace lo que él dice, no le permitió a su cónyuge visitarlo, nunca la quiso afiliar como beneficiaria, dejo
de cumplir su obligación de ayuda mutua, socorro, desacuerdos económicos, a pesar de estar
devengando y recibir el subsidio familiar del 30% por estar casado con mi representada, situaciones
que causaron maltrato psicológico y patrimonial. (Ver constancias de pagos folio 17 al 19)
 



AL SEPTIMO:  No es cierto, la comunicación entre el señor Luis Tovar Peñaloza, militar activo, persona
con educación castrense, y la señora Maribel, se tornó reiterativamente groseras, humillantes, con
gritos, rabia, menosprecio hacia mi apadrinada, estas situaciones generaron en la señora Maribel
Villalobos, sentimientos de miedo, temor, la colocaron en constante alerta por posibles represarías en
su contra y la de su menor hijo de edad, ante las amenazas del cónyuge culpable, la señora Maribel, no
tiene derecho a nada, por ello, en medio del miedo y angustia al no poder exigir sus derechos como
esposa y pasado un tiempo, después del apoyo de amistades, se atrevió a presentar denuncia penal
por los punibles de inasistencia alimentaria, violencia de género, violencia intrafamiliar, maltrato
psicológico, económico y en la actualidad cuenta con medida de protección, presentadas el día 27 de
abril de 2021, de conocimiento por la fiscalía 231 local radicado 2021-51675 y la fiscalía 405 radicado
2021-52331. (Ver folio del 20 al 22).
 
Sobre las ultimas aseveraciones ubicadas a en renglón seguido del hecho séptimo, debemos
manifestar que no son ciertas,   quien dio origen a las causales del divorcio fue el señor Luis Tovar,
quien al negarse a cumplir con las obligaciones del matrimonio, produjo una violencia psicología y
economía, el extremo activo invoca el numeral 8°, aquí el cónyuge culpable, omite varios hechos que
debió indicar al despacho, ocurridos antes del paso del tiempo, auscultando los motivos reales y
concretos que dieron lugar a la ruptura del matrimonio, con el único  fin de esquivar las consecuencias
patrimoniales a cargo de quien provoca el rompimiento de la unidad familiar, en el presente caso existe
la necesidad del alimentario, la difícil situación de la demandada, la capacidad económica del
alimentante y el título a partir del cual pueda ser reclamada.
 

FRENTE A LAS PRETENSIONES
 
Sobre las pretensiones me opongo a todas y cada una de las pretensiones planteadas por la parte
demandante, toda vez que como se podrá demostrar a lo largo de este proceso, los hechos en que se
sustentan adolecen de todo soporte probatorio.  Sin embargo, solicito que se declare la cesación de los
efectos civiles del matrimonio católico, por las causales subjetivas 2° y 3° de divorcio contempladas en
el artículo 6 de la ley 25 de 1992 que modificó el artículo 154 del Código Civil, y a consecuencia de ello
que se declare disuelta y en liquidación la sociedad conyugal formada dentro del matrimonio.  De igual
manera se decrete como sanción la obligación de alimentos a cargo del demandante y en favor de la
demandada.
 
A LA PRIMERA: SE ACEPTA PARCIALMENTE, es importante indicarle al despacho, que el extremo
que represento está de acuerdo con la cesación de los efectos civiles del matrimonio católico, pero no
lo estamos en el entendido que sea la causal 8°,  ya que las causales número 2 y 3 de divorcio fueron
generadas por el demandante, probadas con la negativa desde el inicio del matrimonio de afiliar a su
esposa y la violencia económica, la apropiación total del subsidio de familia, provocaron los maltratos
verbales y psicológicos.
 
A LA SEGUNDA: Resulta innecesaria esta pretensión.
 
A LA TERCERA: Me opongo parcialmente, en el sentido de que el demandante no informó al despacho
hechos importantes que hacen parte de la sociedad conyugal, Luis Humberto Tovar Peñaloza, es
servidor público, con más de 10 años de antigüedad, al ser mi mandante cónyuge de un suboficial del
ejército nacional, tiene derecho al reconocimiento mensual del subsidio familiar equivalente al 30% del
salario básico mensual, por ello, y con el fin del reconocimiento, el día 29 de diciembre de 2014, el
señor Luis Humberto Tovar Peñaloza, rindió declaración extra proceso ante la notaria tercera del círculo
de Santa Marta, donde manifestó que Maribel Villalobos, no recibía ningún subsidio familiar de otra
entidad pública. Todos los meses el demandante ayudaba económicamente a la demandada, pero
sorpresivamente desde el mes de julio de 2017, nunca más quiso seguir cumpliendo con su obligación
de ayuda mutua, socorro, a pesar de tener compromisos previamente establecidos como esposos, por
más que recibía el subsidio familiar, salarios, y diversos emolumentos laborales, se quedaba con el
dinero, configurándose un enriquecimiento sin causa a favor del señor Luis Tovar, quien, por el hecho



de estar casado con mi mandante recibe múltiples beneficios económicos y se niega a reconocérselo.
(Ver Folio 23)
 
El demandante también omitió manifestar al Juzgado, que dentro de la caja promotora de vivienda
militar y de policía "Caja Honor", existen unos conceptos que hacen parte de la liquidación de la
sociedad conyugal compuestos de la siguiente forma: ahorros $16.346.290, cesantías $25.730.849,
intereses $12.326.608, para un total de $54.403.747. (Ver Folio 24 y 25)
 
Existe mala fe por parte del demandante hacia la demandada, en el sentido de que la Caja honor, a
reglones finales del documento extracto cuenta individual de vivienda especifica que "si ya cumplió las
168 cuotas de aportes, lo invitan a realizar su proceso de solución de vivienda"   a pesar de haber
cumplido con este requisito, y de contar con dos años para realizar la solicitud prefiere perder el
subsidio de vivienda en cuantía de 54 salarios mínimos legales mensuales vigentes que le otorgan por
no compartirlo con la cónyuge inocente señora Villalobos. (Ver Folio 24 y 25).
 
Desde el año 2017 hasta la actualidad el demandante ha recibido un promedio o más de $190.000.000
millones de pesos en sueldo básico, prima de actividad, prima de antigüedad, haberes mensuales,
prima de orden público, prima de navidad, prima de vacaciones, prima de servicio anual, rubros que
hace parte de la liquidación de la sociedad conyugal. (Ver folio liquidación promediada folios 25 y 26).

 
CUARTA: Nos oponemos, hasta tanto de no se ordene y realice la liquidación de la sociedad conyugal
por los medios legales y con el reconocimiento los derechos adquiridos de mí mandante.
 
QUINTA: Me opongo a esta condena como quiera que es el demandante, quien el culpable y generador
de las causales del divorcio y es este quien debe ser condenado por las costas.
 

AMPARO DE POBREZA
 

Solicito se reconozca el amparo de pobreza a favor de la señora Maribel Yulieth Villalobos Villa, mujer
madre cabeza de familia, víctima de violencia intrafamiliar, representante legal de su hijo menor de
edad, anexo en escrito separado con la presente demanda.
 

EXCEPCIONES DE MERITO
 

Excepción genérica: De la manera más respetuosa solicito reconocer de oficio las excepciones que
resulten probadas en el presente proceso conforme al art 282 del C.G.P.
 
Buena fe: La demandada siempre ha actuado de buena fe, teniendo un comportamiento decoroso,
dentro del marco legal, sin que se hubiere pretendido defraudar el contrato matrimonial, ni la sociedad
conyugal, quien cumplió con todas sus obligaciones y deberes como esposa y madre.
 
Temeridad y mala fe del actor: El demandante, alega situaciones falsas, no ajustadas a la verdad,
como quiera que se presenta en la demanda información errónea, incompleta, manipulada.
 
Falsa causal: Como quiera que, se alega y se invoca la causal 8°, la misma no es procedente para que
pueda declararse la cesación de los efectos civiles de matrimonio católico en los términos peticionados,
porque mucho antes que trascurriera el tiempo, se configuraron otras causales, por tanto, las pruebas
de testimonios solicitadas por el demandante debe ser desechada del expediente por ir en contravía a
mandatos constitucionales que le asiste a toda persona.
 
Culpa del demandante en la ruptura de la relación matrimonial:   Pretende alegar el demandante
falsamente que de forma convenida los cónyuges decidieron tener vidas separadas, situación irreal, 
no   allegando prueba alguna que permita justificar la ciencia de su dicho, así mismo, es preciso
manifestar y aclarar que la relación de mi poderdante con el demandante termino debido al



temperamento,   las imposiciones de no permitirle visitarlo, negarse a afiliarla como su beneficiara en
salud, el total desamparo, desprotección, el egoísmo, su carencia de apoyo, la apropiación indebida
desde julio de 2017 hasta la actualidad del subsidio familiar reconocido por el ejército con ocasión del
matrimonio, el maltrato psicológico y económico.
 
Por lo anterior, es importante tener en cuenta que la Corte Constitucional determinó que la violencia
sicológica que ejerce la pareja también debe considerarse como un tipo de ultraje, trato cruel y
maltratamiento de obra, que es una de las causales de divorcio previstas en el artículo 154 del Código
Civil.   Según la corte, alegar que esta causal no se puede acreditar sin evidencia física que la
demuestre es someter a la víctima al riesgo de agresiones más severas, lo cual constituye una postura
discriminatoria.
 
En palabras de la Honorable Corte Constitucional:
 
“En esa medida, desde una perspectiva de género, es necesario que los operadores de justicia,
empleen la flexibilización de esas formas de prueba, cuando se denuncia la violencia al interior del
hogar. Por lo anterior, en este caso, era necesario que la juez valorara integralmente todos los indicios
de violencia en el hogar de la familia (…)”. (Corte Constitucional, Sentencia T-967, dic. 15/14, M. P.
Gloria Stella Díaz). 
 
Existencia de la obligación alimentaria con la demandada: La obligación alimentaria entre esposos
se ve materializada en virtud del principio de reciprocidad y solidaridad que se deben entre sí, y por
ende la obligación recíproca de otorgar lo necesario para garantizar la subsistencia , mucho más aun
cuando el Ejército Nacional, otorga beneficios económicos cuando un suboficial constituye una familia.
(Subsidio familiar y subsidio de vivienda).
 
La legislación civil colombiana, en atención del principio de solidaridad que se traduce en el deber de
ayuda mutua, socorro entre los cónyuges, implica que se deban alimento en las siguientes situaciones:
•              Cuando los cónyuges hacen vida en común
•                           Cuando existe separación de hecho: Los cónyuges separados de hecho o de cuerpos o
judicialmente, entre tanto se mantengan sin hacer vida marital con otra persona conservan el
derecho a los alimentos, situación que para el caso se cumple, además de que la señora Maribel
Villalobos, es mujer cabeza de hogar, víctima de violencia psicológica, económica, y que muy a pesar
de ser profesional, ha dedicado su mayor tiempo a las labores de la casa, tan es así que la actualidad
se encuentra estudiando de forma presencial Auxiliar de cocina en el Sena.
•                            En caso de divorcio, cuando el cónyuge separado sea culpable., para el caso objeto de
pronunciamiento el demandante es culpable de la separación.
 
Enriquecimiento sin causa justa: El demandante desde el mes de julio de 2017 y hasta la actualidad,
ha venido recibiendo mensualmente el subsidio familiar equivalente al 30% del salario básico mensual,
porcentaje que otorga la ley a los núcleos familiares, cuando un soldado, suboficial u oficial contrae
vínculo matrimonial, el cual constituye factor prestacional aumentando todos sus ingresos mensuales,
por el solo hecho de estar casado con la demandada, además de percibir mensualmente cada uno de
los rubros y beneficios que le otorga el estado, el señor Luis Tovar, ha recibido un beneficio y ventaja,
paralelamente, y de forma injusta mi mandante ha venido empobreciéndose.
 
Fraude a la sociedad conyugal por parte del demandante: El matrimonio conformado por la señora
Maribel Villalobos y el señor Luis Tovar, tenían unos proyectos de compra de un taxi, un vehículo, o un
camión, mi representada se enteró que su cónyuge compro a nombre de un hermano consanguíneo
que reside en Cimitarra según consulta en el Adres y en la Registraduria, (ver folios # ) de nombre Luis
Carlos Tovar Peñaloza, identificado con C.C. 91136618, un vehículo, con el fin de que no hiciera parte
de la sociedad conyugal, de placa DRV185, nro. de licencia de tránsito 10021939522,   estado del
vehículo activo, tipo de servicio particular, clase de vehículo camioneta, marca nissan, línea np300



frontier, modelo 2018, color blanco, número de serie, chasis y vin 3n6cd33b5zk380827, número de
motor yd25-668542p,  cilindraje 2488, tipo de carrocería doble cabina, tipo combustible diesel, fecha de
matrícula inicial el 06/09/2017, autoridad de tránsito Stria Ttoytte Mcpal Funza, según el Runt el
vehículo fue comprado el día 24 de diciembre   de 2020 (ver folio # ), en la actualidad el automotor
circula en la ciudad de domicilio del demandante (Cúcuta) según fijación aviso foto de octubre 2021 (ver
folios #     y hoja #40 link: https://cucuta.gov.co/wp-content/uploads/2022/01/Fijacion-Aviso-Foto-
OCTUBRE-de-2021_compressed.pdf) realizado por la secretaria de transito de Cúcuta en comparendos
de foto detecciones (ver folio # ), igualmente se verifica en el historial de comparendos del propietario
que se le impuso dos comparendos en Cúcuta, #   20222985516, el 28-10-2021, en la avenida 1 con
calle 25y el # 20222992400, el 12-12-2021,  en la avenida 3 entre 8 y 8A (ver folios del 27 al 40).
 

PRUEBAS SOLICITADAS POR EL DEMANDANTE
 

Resulta evidente el hecho de que el demandante ante sus comportamientos impositivos, obligatorios,
activos y omisivo frente a la señora Maribel Villalobos, reiteradamente detallados en esta contestación
(prohibiciones, oposición a afiliarla, falta de apoyo, ayuda, socorro, desconsideración, abandono, falta
de solidaridad, maltrato psicológico, económico, aprovechamiento del matrimonio para apropiarse del
subsidio familiar), muy respetuosamente consideramos innecesario el desgaste judicial de escuchar a
personas que simplemente manifestaran que al demandado lo veían sin su esposa, cuando el mismo
demandante desde el inicio del matrimonio le prohibió que su cónyuge que lo visitara.
 
Sobre la prueba de declaración Extrajuicio rendida bajo la gravedad de juramento por el demandante, el
día 06 de marzo de 2021, en la ciudad de Cúcuta, debemos advertir que la misma contiene información
y manifestación que no corresponden con la realidad, incurriendo el señor Luis Humberto Tovar
Peñaloza, en el posible punible de falso testimonio, consagrado en el artículo 442 del Código Código
Penal.  

HECHOS QUE SOPORTAN LA CONTESTACIÓN DE DEMANDA
 

Desde el inicio del matrimonio de mi representada y el señor Luis Tovar Peñaloza, el demandante,
estuvo girándole recursos económicos para las obligaciones del hogar.
 
La demandada, se dedicó a los quehaceres del hogar y al cuidado, crianza de su hijo menor de edad,
pues desde el nacimiento de su hijo ha sido madre cabeza de familia, a pesar de ser profesional,  solo
ha tenido trabajos esporádicos, a raíz de la difícil situación de pandemia (Covid.19) y ante varios meses
de recaída de su salud, se vio obligada en febrero de 2021 a afiliarse solo en salud, a través de una
cooperativa,  y aun valor bajo que le permiten acceder a la salud, allegamos al despacho el historial de
cotizaciones de toda la vida de la demandada, donde se prueba que durante el matrimonio nunca tuvo
salud por parte del ejército, en la actualidad se encuentra estudiando de forma presencial Auxiliar de
cocina en el Sena, donde se encuentra  en los tramites de su proyecto para graduación. (Ver folio del
41 al 45)
 
En aras de la lealtad procesal mi representada se permite anexar al despacho el estrato de sus
cotizaciones a pensión, al igual que el del fondo de cesantías, además informar al despacho que
durante la sociedad conyugal se adquirieron los siguientes bienes muebles y por lo tanto se enuncian 
para que se tengan en cuenta al momento de la liquidación de la sociedad conyugal, que son: Un
televisor digital a color con pantalla de cristal líquido marca Sony modelo KDK-32EX340, de 32
pulgadas; un televisor Smart tv, marca LG, súper UHDTV4k, modelo 55Uh765T-DA.AWCZLJR,
serial N° 610RMEN2Y508; un minicomponente HI-FI System, marca LG, modelo: CM4420; 
una nevera marca LG, modelo GT46HGP, serial 506MRBW1R237 y un juego de comedor de 6
puestos de cuero sintético de color rojo. (Ver folios del46 al 50)
 
Ante el maltrato psicológico que sufrió la demandada, tuvo que solicitar acompañamiento psiquiátrico,
debido a los graves e injustificados incumplimientos por parte del señor Luis Tovar, actos de desprecio,
displicencia, altanería y desconsideración. (Ver folio del 51 al 54).

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fcucuta.gov.co%2Fwp-content%2Fuploads%2F2022%2F01%2FFijacion-Aviso-Foto-OCTUBRE-de-2021_compressed.pdf&data=05%7C01%7Cflia28bt%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7Cff7a0f3455ca47680c9508dad2f68985%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C1%7C638054253682501588%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=4xIDWbcvNbOYl5s6Sre3zE194M82iTRAvRb6%2FItbDIs%3D&reserved=0


 
PRETENSIONES DE LA CONTESTACIÓN DE DEMANDA

 
Con base en los anteriores elementos facticos de la manera más respetuosa solicito a su señoría lo
siguiente.
 
PRIMERO: Solicito muy respetuosamente la aplicación de forma integral de las normas de perspectiva
y enfoque de género, teniendo en cuenta que en esta relación procesal existe una mujer, que ha venido
siento maltratada psicológica y económicamente, esta condición le genera una desigualdad o déficit de
protección o de representación, que la hacen inferior en el proceso, para nadie es un secreto que en el
ámbito castrense al que pertenece el demandante, es impositivo, además de ser autoridad militar, por
ello, se hace necesario la aplicación de la perspectiva de género al momento de desatarse la
controversia litigiosa con ocasión a las agresiones verbales y al grado de abandono a que fue sometida
la parte demandada.  Con la negativa de que su esposa no pudiera ir a los lugares donde trabajaba ni
siquiera de visita, la oposición a colocarla  como su beneficiaria, el incumplimiento de sus obligaciones
afectivas, emocionales, apoyo mutuo, desavenencias económicas, evidenciaron un maltrato sistemático
ejercido por el demandante; atendiendo al beneficio de quien invoca la perspectiva de género, en
aplicación a las bases de la democracia, la legitimidad, la actuación estatal, la protección a la mujer
puede ir más allá de lo pedido, decisiones basadas en la perspectiva de género.
 
SEGUNDO: Mientras se adelanta el proceso solicitamos se le reconozca y pague el subsidio familiar en
su calidad de cónyuge inocente a la Señora Maribel Yulieth Villalobos Villa, equivalente al 30% del
sueldo básico que devenga su cónyuge señor Luis Humberto Tovar Peñaloza, como Servidor Público,
suboficial activo y en servicio del Ejército Nacional de Colombia.
 
TERCERO: Mientras se adelanta el presente proceso, solicito se ordene al demandante el pago de
alimentos provisionales a su cónyuge Señora MARIBEL YULIETH VILLALOBOS VILLA, C.C.
32853798, en cuantía del 50% del salario básico mensual más todos y cada uno de los emolumentos,
prestaciones sociales, extralegales, beneficios de toda índole que reciba el señor de Luis Humberto
Tovar Peñaloza, Servidor Público, suboficial activo del Ejército Nacional de Colombia
 
CUARTO: Que mediante sentencia se decrete la cesación de los efectos civiles del matrimonio católico,
celebrado entre los señores Luis Humberto Tovar Peñaloza y señora Maribel Yulieth Villalobos Villa, por
la causal 2 y 3 del Art 154 del Código Civil Colombiano. Ley 25 de 1992 Art 6.
 
QUINTO: Que se declare Cónyuge culpable al señor Luis Humberto Tovar Peñaloza, como causante de
la ruptura de la unidad familiar y haber incurrido en las causales contempladas en los numeral 2 y 3 del
artículo 6 de la Ley 25 de 1992.
 
SEXTO: Que se condene al demandante Luis Humberto Tovar Peñaloza, al pago de alimentos en favor
de Maribel Yulieth Villalobos Villa.
 
SÉPTIMO: Fijar como cuota de alimentos a favor del señor Maribel Yulieth Villalobos Villa y a cargo de
Luis Humberto Tovar Peñaloza, por ser cónyuge culpable del divorcio la suma mensual de UN MILLON
DOSCIENTOS MIL DE PESOS ($1.200.000) MENSUALES.
 
OCTAVO: Condenar y ordenar al señor Luis Humberto Tovar Peñaloza, el pago, con sus propios
recursos, de todos los daños y perjuicios ocasionados en contra de Maribel Villalobos, por sus
conductas de abandono, desatención, ante la negativa de darle cobertura como beneficiaria en salud, al
negar, retener y apropiarse del subsidio familiar, al evadir el pago de arrendamientos, servicios públicos,
y el pago de los honorarios profesionales de quienes han promovido las acciones ante la justicia en
nombre de mí apadrinada. Los de orden moral, en la suma equivalente a 40 salarios mínimos legales
vigente por ser intangibles como producto de los sentimientos afectados de los miembros del hogar; las
penas, angustias y privaciones causadas, humillaciones, aflicciones, etc.



 
NOVENO: Solicitamos se compulsen copias a la procuraduría general de la república y a la oficina de
control interno del Ejercito Nacional, para que se inicien las investigaciones disciplinarias en contra del
servidor público LUIS HUMBERTO TOVAR PEÑALOZA, identificado con la cédula de ciudadanía y
código militar N° 1.099.543.976, suboficial activo en servicio del Ejército Nacional, y adscrito al Batallón
de ASPC N° 30 "Guasimales" en la avenida 1ra vía al pórtico, cantón militar San Jorge, en Cúcuta
(Norte de Santander),  con el  fin de que sea investigado por la violación al código único disciplinario, en
relación a las conductas desplegada, al negarse en todo el vínculo matrimonial a afiliar a su cónyuge,
negándole el derecho a la salud, además por la indebida apropiación del subsidio familiar y no
reconocérselo a su esposa.

DECIMO: Condenar en costas y agencias en derecho al demandante.
 

SOLICITUD DE PRUEBAS DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
 

Muy respetuosamente solicitamos al despacho se sirva oficiar al ejército nacional para que informe al
despacho,  ¿cuánto ha sido pagado por este concepto de subsidio familiar desde el día 13 de
diciembre de 2014, hasta la actualidad, a el suboficial Luis Humberto Tovar Peñalosa?
 
Pedimos que al momento de realizar la liquidación de la sociedad conyugal, se oficie a la caja
promotora de vivienda militar y de policía "Caja Honor", para que remita información actualizada del
ahorro, cesantías de suboficial Luis Humberto Tovar Peñalosa.
 

FUNDAMENTOS DE DERECHOS DE LA CONTESTACIÓN
 

El matrimonio es entendido como un contrato entre dos seres que impone a los   contrayentes las
obligaciones de  fidelidad,  cohabitación, ayuda mutua y  entrega recíproca. No obstante, dada  las
características del caso   bajo estudio   es menester resaltar lo dicho por la Honorable Corte
Constitucional en  Sentencia C-1495 de 2000,
 
La violencia intrafamiliar se expresa de diferentes formas, pues siguiendo literal c) del artículo 3.º la Ley
294 de 1996, incluye daño el verbal por ofensa o ultraje, físico, psíquico, amenaza, maltrato, entre otros
y se incide en ella cuando – de acuerdo con la Corte Constitucional en sentencia CC SU080-2020- el
accionar violento se despliega por un integrante del grupo familiar, con independencia del lugar en que
se materialice, “como consecuencia de los vínculos que la unen con la institución”.

 
La importancia de atacar cualquier tipo de agresión en el hogar fue exaltada en providencia CC T311-
18, en la que al recordar la decisión CC C408-1996 sobre la constitucionalidad de la Ley 248 de 1996,
se dijo:   “[…] la violencia intrafamiliar también ha sido considerada como una respuesta a la violencia
de género y, específicamente, del femenino. La Corte al pronunciarse sobre la Ley 248 de 1996, con la
cual se aprobó la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la
mujer “Convención de Belem do Para” hizo algunas reflexiones que explican la importancia que se le ha
reconocido a la violencia en el hogar, las cuales deben recordarse:
 
“Pero ello no es todo; las mujeres están también sometidas a una violencia, si se quiere, más silenciosa
y oculta, pero no por ello menos grave: las agresiones en el ámbito doméstico y en las relaciones de
pareja, las cuales son no sólo formas prohibidas de discriminación por razón del sexo (CP art. 13) sino
que pueden llegar a ser de tal intensidad y generar tal dolor y sufrimiento, que configuran verdaderas
torturas o, al menos, tratos crueles, prohibidos por la Constitución (CP arts 12, y 42) y por el derecho
internacional de los derechos humanos. Así, según la Relatora Especial de Naciones Unidas de
Violencia contra la Mujer, ‘la violencia grave en el hogar puede interpretarse como forma de tortura
mientras que las formas menos graves pueden calificarse de malos tratos en virtud del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Por ello esta Corporación considera que es no sólo
legítimo sino una expresión de los valores constitucionales que el tratado prohíba también la violencia



contra la mujer en el ámbito del hogar. En efecto, la Constitución proscribe toda forma de violencia en la
familia y ordena a las autoridades sancionarla cuando ésta ocurra (CP art. 43), razón por la cual esta
Corporación, al declarar exequible, en la sentencia C-371/94, la facultad de los padres de sancionar
moderadamente a sus hijos, precisó, en la parte resolutiva, que `de las sanciones que apliquen los
padres y las personas encargadas del cuidado personal de los hijos estará excluida (sic) toda forma de
violencia física o moral, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 12, 42 y 44 de la Constitución
Política.

 
Esta violencia puede ser incluso más grave que la que se ejerce abiertamente, pues su ocurrencia en
estos ámbitos íntimos la convierte en un fenómeno silencioso, tolerado, e incluso, a veces, tácitamente
legitimado. Hace tan solo 30 años, en 1954, en un país de alta cultura democrática como Inglaterra, el
comandante de Scotland Yard se jactaba de que en Londres había pocos asesinatos y que muchos de
ellos no eran graves pues eran simplemente `casos de maridos que matan a sus mujeres. (Resaltado
fuera del texto original, salvo la expresión “estará excluida (sic) toda forma de violencia física o moral”)”.

 
Así que no pasa desapercibido por dicho órgano de cierre, como por el presente, que la violencia
intrafamiliar ocurre en especial contra la mujer, razón por la cual en la misma decisión se precisó que:

 
“ la tipificación de la violencia intrafamiliar no es la única reacción estatal; de otro lado, este Tribunal,
entendiendo que la respuesta que es exigible del Estado no es suficiente para lograr la meta de
equilibrar los derechos de las mujeres y superar la violencia de género que de ella se deriva, ha
considerado que: “la violencia contra las mujeres constituye un problema social que exige profundos
cambios en los ámbitos educativo, social, jurídico, policial y laboral, a través de los cuales se
introduzcan nuevas escalas de valores que se construyan sobre el respeto de los derechos
fundamentales de las mujeres. Ya se ha demostrado que las leyes resultan insuficientes, puesto que
tienen que formar parte de un esfuerzo más general. Se debe repensar la relación entre hombres y
mujeres, porque una sociedad que tolera la agresión en contra de ellas es una sociedad que discrimina.
Y dejar de vivir en una sociedad que discrimina es responsabilidad de todos”.

 
Incluso, haciendo referencia a la providencia CC C022-2015 en la que se dijo que la exclusión de la
violencia intrafamiliar de la lista de delitos querellables se ajustaba a la Constitución Política, la aludida
Alta Corporación reconoció que tal medida “cumplía el propósito de “perseguir y erradicar la violencia de
género y los feminicidios que se presentan en el país, en su mayoría mujeres víctimas de violencia
intrafamiliar”, al paso que se consideró, como quedó visto, un mecanismo óptimo para que la pena
cumpla una función preventiva” (CC T311-2018).
 
También se reconoció la anterior en sentencia CSJ SL2010-2019, en la que se instruyó que: “ nuestro
ordenamiento jurídico establece una gama de reglas y principios encaminados a prevenir, remediar y
castigar cualquier forma de maltrato intrafamiliar, además de proteger de manera integral y efectiva a
las personas violentadas. Igualmente, teniendo en cuenta que, tradicionalmente, la víctima de dichas
formas de violencia ha sido la mujer, envuelta en un contexto de “…relaciones de poder históricamente
desiguales entre mujeres y hombres” que conduce a perpetuar la discriminación contra ésta y a
obstaculizar su pleno desarrollo…” (CC T-338 de 2018), nuestro ordenamiento jurídico se ha
preocupado especialmente de prevenir y castigar cualquier forma de violencia en su contra, a través de
normas como el artículo 43 de la Constitución Política, la Ley 294 de 1996, la Ley 1257 de 2008 y, entre
otros, la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer
(Convención de Belém do Pará)”.
 
Lo anterior igualmente ha sido reconocido desde la esfera internacional, de lo cual se resaltará -además
de lo previamente mencionado por la Corte Constitucional sobre la Convención de Belém do Pará- lo
dicho en la Observación General n.° 16 sobre “la igualdad de derechos del hombre y la mujer al disfrute
de los derechos económicos, sociales y culturales”, adoptado por el Pacto de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales.

 



En tal oportunidad, se dispuso que los Estados tenían la obligación de garantizar a las víctimas de
violencia en el hogar, que se reconoce son principalmente mujeres, “el acceso a un alojamiento seguro,
así como a los oportunos remedios y recursos y a la reparación de los daños y perjuicios de orden
físico, mental y moral”.

 
En el ámbito nacional, el legislador previó en: a) la Ley 294 de 1996, el desarrolló del artículo 42 de la
Constitución Política y dictó normas para prevenir, remediar y sancionar la violencia intrafamiliar; b) la
Ley 1257 de 2008, por la cual se “dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de formas de
violencia y discriminación contra las mujeres, se reforman los Códigos Penal, de Procedimiento Penal,
la Ley 294 de 1996” y, c) la Ley 575 de 2000, que modificó parcialmente la Ley 294 de 1996 y la Ley
1542 de 2012 en la que se reformó el artículo 74 de la Ley 906 de 2004-CPP.

 
En tal virtud, esta Corte ha estimado que  comprendiendo ese marco conceptual sobre la violencia en el
hogar y la protección que, particularmente, merece la mujer que sufre actos de agresión en dicho
ámbito – el presupuesto de convivencia exigido legalmente no se puede desechar por la ausencia de
cohabitación física del cónyuge o de los compañeros permanentes cuando el presunto(a) beneficiario(a)
ha sido sometido a maltrato físico, psicológico y a cualquier tipo de violencia, pues esto obliga a que los
jueces acudan a una perspectiva en sus decisión, para evitar que “una aplicación restringida de los
requisitos para conceder la pensión pueden terminar por revictimizar a quien es más vulnerable”, ya que
debido a las circunstancias especiales, los eventuales beneficiarios “no siempre [pueden] cumplirlos,
sobre todo si las mujeres interrumpen la convivencia o terminan el vínculo jurídico con su pareja para
proteger su vida” (CSJ SL1727-2020).

 
“Aunado a lo anterior, lo cierto es que nuestro ordenamiento jurídico establece una gama de reglas y
principios encaminados a prevenir, remediar y castigar cualquier forma de maltrato intrafamiliar, además
de proteger de manera integral y efectiva a las personas violentadas. Igualmente, teniendo en cuenta
que, tradicionalmente, la víctima de dichas formas de violencia ha sido la mujer, envuelta en un contexto
de “…relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres” que conduce a
perpetuar la discriminación contra ésta y a obstaculizar su pleno desarrollo…” (CC T-338 de 2018),
nuestro ordenamiento jurídico se ha preocupado especialmente de prevenir y castigar cualquier forma
de violencia en su contra, a través de normas como el artículo 43 de la Constitución Política, la Ley 294
de 1996, la Ley 1257 de 2008 y, entre otros, la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y
erradicar la violencia contra la mujer (Convención de Belém do Pará).

 
PRUEBAS ALLEGADAS A LA CONTESTACIÓN

1.    Poder para actuar.
2.    Registro civil de nacimiento de la demandada.
3.    Registro civil de matrimonio de las partes.
4.    Declaración extraproceso de Luis Tovar a favor de Antony Lanao
5.    Respuesta de Sanidad Militar del Ejército, sobre beneficiarios del demandante
6.    Certificaciones laborales del demandante
7.    Radicacion de denuncias penales ante la Fiscalía
8.    Certificaciones de acciones penales ante la Fiscalía en contra de Luis Tovar.
9.    Declaración extraproceso de Luis Tovar a favor de la demandada.
10.  Dos extractos de la cuenta individual de vivienda del demandante.
11.  Liquidación promediada de los salarios y emolumentos percibidos por Luis Tovar.
12.  Consulta del ADRES y del lugar de votación de Luis Carlos Tovar, hermano del demandante.
13.  Runt del vehículo de placas DRV185
14.  Notificación de comparendos secretaria de Cúcuta a el hermano del demandante.
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